
LEY 1474 DE 2011. ESTATUTO ANTICORRUPCION. 

CAPÍTULO II 

Medidas penales en la lucha contra la corrupción pública y privada 

 

Artículo 13. Exclusión de beneficios en los delitos contra la Administración Pública relacionados 

con corrupción.  

No se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de 

libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la 

prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o 

subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la 

ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso o 

preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. 

Tampoco tendrán derecho a beneficios o subrogados quienes hayan sido condenados por delitos 

contra la Administración Pública, estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los bienes del 

Estado, utilización indebida de información privilegiada, lavado de activos y soborno transnacional. 

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de la sustitución de la detención 

preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en los eventos contemplados en los 

numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, ni en aquellos eventos en los cuales se 

aplique el principio de oportunidad, los preacuerdos y negociaciones y el allanamiento a cargos. 

  

Artículo 14. Ampliación de términos de prescripción penal.  

Al servidor público que en ejercicio de las funciones de su cargo o con ocasión de ellas realice una 

conducta punible o participe en ella, el término de prescripción se aumentará en la mitad. Lo 

anterior se aplicará también en relación con los particulares que ejerzan funciones públicas en 

forma permanente o transitoria y de quienes obren como agentes retenedores o recaudadores. 

 

Artículo 15. Estafa sobre recursos públicos y en el Sistema de Seguridad Social Integral.  

 La conducta relacionada con bienes pertenecientes a empresas o instituciones en que el Estado 

tenga la totalidad o la mayor parte, o recibidos a cualquier título de este. 

La conducta tenga relación con el Sistema General de Seguridad Social Integral. 

 

Artículo 16. Corrupción privada.  

El que directamente o por interpuesta persona prometa, ofrezca o conceda a directivos, 

administradores, empleados o asesores de una sociedad, asociación o fundación una dádiva o 

cualquier beneficio no justificado para que le favorezca a él o a un tercero, en perjuicio de aquella, 



incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de diez (10) hasta de mil (1.000) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Con las mismas penas será castigado el directivo, administrador, empleado o asesor de una 

sociedad, asociación o fundación que, por sí o por persona interpuesta, reciba, solicite o acepte 

una dádiva o cualquier beneficio no justificado, en perjuicio de aquella. 

 Cuando la conducta realizada produzca un perjuicio económico en detrimento de la sociedad, 

asociación o fundación, la pena será de seis (6) a diez (10) años. 

 

Artículo 17. Administración desleal.  

El administrador de hecho o de derecho, o socio de cualquier sociedad constituida o en formación, 

directivo, empleado o asesor, que en beneficio propio o de un tercero, con abuso de las funciones 

propias de su cargo, disponga fraudulentamente de los bienes de la sociedad o contraiga 

obligaciones a cargo de ésta causando directamente un perjuicio económicamente evaluable a sus 

socios, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de diez (10) hasta mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Artículo 18. Utilización indebida de información privilegiada 

 

El que como empleado, asesor, directivo o miembro de una junta u órgano de administración de 

cualquier entidad privada, con el fin de obtener provecho para sí o para un tercero, haga uso 

indebido de información que haya conocido por razón o con ocasión de su cargo o función y que 

no sea objeto de conocimiento público, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a tres (3) años y 

multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

En la misma pena incurrirá el que utilice información conocida por razón de su profesión u oficio, 

para obtener para sí o para un tercero, provecho mediante la negociación de determinada acción, 

valor o instrumento registrado en el Registro Nacional de Valores, siempre que dicha información 

no sea de conocimiento público. 

 

Artículo 19. Especulación de medicamentos y dispositivos médicos. 

La pena será de cinco (5) años a diez (10) años de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando se trate de medicamento o dispositivo 

médico. 

 

Artículo 20. Agiotaje con medicamentos y dispositivos médicos.  



La pena será de cinco (5) años a diez (10) años de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando se trate de medicamento o dispositivo 

médico. 

 

Artículo 21. Evasión fiscal.  

El concesionario, representante legal, administrador o empresario legalmente autorizado para la 

explotación de un monopolio rentístico, que incumpla total o parcialmente con la entrega de las 

rentas monopolísticas que legalmente les correspondan a los servicios de salud y educación, 

incurrirá en prisión de cinco (5) años a diez (10) años y multa de hasta 1.020.000 UVT. 

En la misma pena incurrirá el concesionario, representante legal, administrador o empresario 

legalmente autorizado para la explotación de un monopolio rentístico que no declare total o 

parcialmente los ingresos percibidos en el ejercicio del mismo, ante la autoridad competente. 

 

Artículo 22. Omisión de control en el sector de la salud.  

El empleado o director de una entidad vigilada por la Superintendencia de Salud, que con el fin de 

ocultar o encubrir un acto de corrupción, omita el cumplimiento de alguno o todos los 

mecanismos de control establecidos para la prevención y la lucha contra el fraude en el sector de 

la salud, incurrirá, por esa sola conducta, en la pena prevista para el artículo 325 de la Ley 599 de 

2000. 

 Artículo 23. Peculado por aplicación oficial diferente frente a recursos de la seguridad social.  

La pena prevista en el artículo 399 se agravará de una tercera parte a la mitad, cuando se dé una 

aplicación oficial diferente a recursos destinados a la seguridad social integral. 

Artículo 24. Peculado culposo frente a recursos de la seguridad social integral.  

Las penas previstas en el artículo 400 de la Ley 599 de 2000 se agravarán de una tercera parte a la 

mitad, cuando se dé una aplicación oficial diferente a recursos destinados a la seguridad social 

integral. 

Artículo 25. Circunstancias de atenuación punitiva.  

Si antes de iniciarse la investigación, el agente, por sí o por tercera persona, hiciere cesar el mal 

uso, reparare lo dañado, corrigiere la aplicación oficial diferente, o reintegrare lo apropiado, 

perdido o extraviado, o su valor actualizado con intereses la pena se disminuirá en la mitad. 

Si el reintegro se efectuare antes de dictarse sentencia de segunda instancia, la pena se disminuirá 

en una tercera parte. 

Cuando el reintegro fuere parcial, el juez deberá, proporcionalmente, disminuir la pena hasta en 

una cuarta parte. 

 



Artículo 26. Fraude de subvenciones.  

 El que obtenga una subvención, ayuda o subsidio proveniente de recursos públicos mediante 

engaño sobre las condiciones requeridas para su concesión o callando total o parcialmente la 

verdad, incurrirá en prisión de cinco (5) a nueve (9) años, multa de doscientos (200) a mil (1.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilidad para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas de seis (6) a doce (12) años. 

Las mismas penas se impondrán al que no invierta los recursos obtenidos a través de una 

subvención, subsidio o ayuda de una entidad pública a la finalidad a la cual estén destinados. 

 

Artículo 27. Acuerdos restrictivos de la competencia.  

 

El que en un proceso de licitación pública, subasta pública, selección abreviada o concurso se 

concertare con otro con el fin de alterar ilícitamente el procedimiento contractual, incurrirá en 

prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes e inhabilidad para contratar con entidades estatales por ocho (8) años. 

 

Parágrafo. El que en su condición de delator o clemente mediante resolución en firme obtenga 

exoneración total de la multa a imponer por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio 

en una investigación por acuerdo anticompetitivos en un proceso de contratación pública 

obtendrá los siguientes beneficios: reducción de la pena en una tercera parte, un 40% de la multa 

a imponer y una inhabilidad para contratar con entidades estatales por cinco (5) años. 

 

Artículo 28. Tráfico de influencias de particular.  

El particular que ejerza indebidamente influencias sobre un servidor público en asunto que este se 

encuentre conociendo o haya de conocer, con el fin de obtener cualquier beneficio económico, 

incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de cien (100) a doscientos (200) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

  

Artículo 29. Enriquecimiento ilícito.  

El servidor público, o quien haya desempeñado funciones públicas, que durante su vinculación con 

la administración o dentro de los cinco (5) años posteriores a su desvinculación, obtenga, para sí o 

para otro, incremento patrimonial injustificado, incurrirá, siempre que la conducta no constituya 

otro delito, en prisión de nueve (9) a quince (15) años, multa equivalente al doble del valor del 

enriquecimiento sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de noventa 

y seis (96) a ciento ochenta (180) meses. 



 

Artículo 30. Soborno trasnacional.  

El que dé u ofrezca a un servidor público extranjero, en provecho de este o de un tercero, directa 

o indirectamente, cualquier dinero, objeto de valor pecuniario u otra utilidad a cambio de que este 

realice, omita o retarde cualquier acto relacionado con una transacción económica o comercial, 

incurrirá en prisión de nueve (9) a quince (15) años y multa de cien (100) a doscientos (200) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Parágrafo. Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considera servidor público 

extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, administrativo o judicial en un país 

extranjero, haya sido nombrada o elegida, así como cualquier persona que ejerza una función 

pública para un país extranjero, sea dentro de un organismo público o de una empresa de servicio 

público. También se entenderá que ostenta la referida calidad cualquier funcionario o agente de 

una organización pública internacional. 

 

Artículo 31. Soborno.  

El que entregue o prometa dinero u otra utilidad a un testigo para que falte a la verdad o la calle 

total o parcialmente en su testimonio, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de 

cien (100) a mil (1.000) salarios.  

 

Artículo 32. Soborno en la actuación penal.  

El que en provecho suyo o de un tercero entregue o prometa dinero u otra utilidad a persona que 

fue testigo de un hecho delictivo, para que se abstenga de concurrir a declarar, o para que falte a 

la verdad, o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa 

de cincuenta (50) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Artículo 33. Circunstancias de agravación punitiva. Los tipos penales de que tratan los artículos 

246, 250 numeral 3, 323, 397, 404, 405, 406, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433 de la Ley 599 

de 2000 les será aumentada la pena de una sexta parte a la mitad cuando la conducta sea 

cometida por servidor público que ejerza como funcionario de alguno de los organismos de 

control del Estado. 

 

Artículo 34. Medidas contra personas jurídicas. Independientemente de las responsabilidades 

penales individuales a que hubiere lugar, las medidas contempladas en el artículo 91 de la Ley 906 

de 2004 se aplicarán a las personas jurídicas que se hayan buscado beneficiar de la comisión de 

delitos contra la Administración Pública, o cualquier conducta punible relacionada con el 



patrimonio público, realizados por su representante legal o sus administradores, directa o 

indirectamente. 

 

En los delitos contra la Administración Pública o que afecten el patrimonio público, las entidades 

estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la vinculación como tercero civilmente 

responsable de las personas jurídicas que hayan participado en la comisión de aquellas. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 86 de la Ley 222 de 1995, la Superintendencia de 

Sociedades podrá imponer multas de quinientos (500) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes cuando con el consentimiento de su representante legal o de alguno de sus 

administradores o con la tolerancia de los mismos, la sociedad haya participado en la comisión de 

un delito contra la Administración Pública o contra el patrimonio público. 

  

Artículo 35. Ampliación de términos para investigación.  

Parágrafo. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales del circuito 

especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio 

económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención 

preventiva, los anteriores términos se duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputados o los 

delitos objeto de investigación. 

 

Artículo 36. Operaciones encubiertas contra la corrupción.  

Los mecanismos contemplados en los artículos 241 y 242 podrán utilizarse cuando se verifique la 

posible existencia de hechos constitutivos de delitos contra la Administración Pública en una 

entidad pública. 

Cuando en investigaciones de corrupción, el agente encubierto, en desarrollo de la operación, 

cometa delitos contra la Administración Pública en coparticipación con la persona investigada, 

quedará exonerado de responsabilidad, salvo que exista un verdadero acuerdo criminal ajeno a la 

operación encubierta, mientras que el indiciado o imputado responderá por el delito 

correspondiente. 

 

Artículo 37. Pruebas anticipadas.  

En las investigaciones que versen sobre delitos de competencia de los jueces penales del circuito 

especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio 

económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención 

preventiva, será posible practicar como prueba anticipada el testimonio de quien haya recibido 

amenazas contra su vida o la de su familia por razón de los hechos que conoce; así mismo, 

procederá la práctica de dicha prueba anticipada cuando contra el testigo curse un trámite de 



extradición en el cual se hubiere rendido concepto favorable por la Sala Penal de la Corte Suprema 

de Justicia. 

 La prueba deberá practicarse antes de que quede en firme la decisión del Presidente de la 

República de conceder la extradición. 

 

Artículo 38. Aumento de términos respecto de las causales de libertad en 

Investigaciones relacionadas con corrupción.  

En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, por 

delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan 

sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención preventiva, los términos 

previstos en los numerales 4 y 5 se duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputados o los 

delitos objeto de investigación. 

 

Artículo 39. Restricción de la detención domiciliaria.  

No procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por 

detención domiciliaria cuando la imputación se refiera a los siguientes delitos: Los de competencia 

de los jueces penales del circuito especializados o quien haga sus veces, Tráfico de migrantes (C. P. 

artículo 188); Acceso carnal o actos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 210); Violencia 

intrafamiliar (C. P. artículo 229); Hurto calificado (C. P. artículo 240); Hurto agravado (C. P. artículo 

241, numerales 7, 8, 11, 12 y 15); Estafa agravada (C. P. artículo 247); Uso de documentos falsos 

relacionados con medios motorizados hurtados (C. P. artículo 291); Fabricación, tráfico y porte de 

armas de fuego o municiones de uso personal, cuando concurra con el delito de concierto para 

delinquir (C. P. artículos 340 y 365), o los imputados registren sentencias condenatorias vigentes 

por los mismos delitos; Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las 

fuerzas armadas (C. P. artículo 366); Fabricación, importación, tráfico, posesión y uso de armas 

químicas, biológicas y nucleares (C. P. artículo 367); Peculado por apropiación en cuantía superior 

a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales (C. P. artículo 397); Concusión (C. P. artículo 

404); Cohecho propio (C. P. artículo 405); Cohecho impropio (C.P. artículo 406); cohecho por dar u 

ofrecer (C. P. artículo 407); Enriquecimiento Ilícito (C.P. artículo 412); Soborno Transnacional (C.P. 

artículo 433); Interés Indebido en la Celebración de Contratos (C.P. artículo 409); Contrato sin 

Cumplimiento de Requisitos Legales (C.P. artículo 410); Tráfico de Influencias (C.P. artículo 411); 

Receptación repetida, continua (C.P. artículo 447, incisos 1° y 3°); Receptación para ocultar o 

encubrir el delito de hurto calificado, la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en 

concurso con el  concierto para delinquir, receptación sobre medio motorizado o sus partes 

esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos (C. P. artículo 447, inciso 2°)”. 

 

Artículo 40. Principio de oportunidad para los delitos de cohecho.  



Cuando el autor o partícipe en los casos de cohecho formulare la respectiva denuncia que da 

origen a la investigación penal, acompañada de evidencia útil en el juicio, y sirva como testigo de 

cargo, siempre y cuando repare de manera voluntaria e integral el daño causado. 

Los efectos de la aplicación del principio de oportunidad serán revocados si la persona beneficiada 

con el mismo incumple con las obligaciones en la audiencia de juzgamiento. 

El principio de oportunidad se aplicará al servidor público si denunciare primero el delito en las 

condiciones anotadas. 

 

 


